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CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - DEBIDO PROCESO – IMPUGNACIÓN DE ACTOS DE ASAMBLEA - DEFECTO PROCEDIMENTAL – INAPLICACIÓN ARTÍCULO 318 CGP – ADECUACIÓN DEL RECURSO - CONCEDE - “.La Juez Quinta Civil Municipal indicó que de conformidad con el artículo 322 del Código General del Proceso, la parte que apela una sentencia dictada en audiencia deberá en ese mismo acto sustentar de manera breve los reparos frente a esa decisión. En este caso, el actor intervino para alegar los motivos de su inconformidad contra el fallo, a pesar de que a ello debe proceder ante el superior jerárquico y no esa sede. Por tanto, se denegó el recurso .

El accionante interpuso recurso de queja contra esta última decisión .

Este recurso también fue denegado porque dicho medio de impugnación no fue interpuesto en subsidio al de reposición contra el auto que denegó la apelación, de acuerdo con el artículo 353 del Código General del Proceso
(…)

El parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso dice: “Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente.”

De acuerdo con las pruebas recogidas, la funcionaria accionada decidió denegar el recurso de queja que interpuso el demandante respecto del auto que denegó la apelación contra la sentencia de primera instancia, porque dejó de formular en primer lugar el de reposición, pero en tal forma desconoció el precepto transcrito, pues ha debido adecuar el recurso al verdaderamente procedente y no limitarse a denegarlo, toda vez que además se interpuso de manera oportuna.
(…)

De esa manera las cosas, se concluye que se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular el señor Cornelio Zuluaga Botero y en consecuencia, se revocará el fallo impugnado. En su lugar, se concederá el amparo solicitado, se dejará sin efecto el auto proferido en audiencia del 20 abril de 2017 que denegó el recurso de queja interpuesto por el demandante contra la sentencia de primera instancia en el proceso tantas veces citado y se ordenará a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, emitir nuevo pronunciamiento con sujeción al parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio seis (6) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 344 del 6 de julio de 2017

Expediente No. 66001-31-03-003-2017-00120-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Cornelio Zuluaga Botero frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 10 de mayo último, en la acción de tutela que el impugnante instauró contra el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de Empresas Públicas de Pereira -COOTRAP-.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Promovió demanda de impugnación de actos de asamblea contra la Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de las Empresas Públicas de Pereira con sustento en las siguientes razones: a) el 12 de marzo de 2016 se llevó a cabo asamblea general ordinaria de asociados; b) según el artículo 53 de los estatutos de esa Cooperativa, la convocatoria a tal acto se debe realizar con una antelación de diez días, mediante comunicación escrita y con fijación de avisos en lugares visibles de la Cooperativa; c) no fue convocado a la asamblea, a pesar de que para esa fecha era asociado; d) de dicha reunión se enteró ese mismo día por información que le brindó un tercero. Por lo anterior, compareció al lugar de la reunión y puso en conocimiento la ineficacia de la asamblea, debido a su falta de convocatoria, y luego de anunciar que procedería a demandar esa actuación, se retiró del recinto; e) instauró acción de tutela para obtener el amparo a su derecho a la libre asociación, pero fue denegada, en ambas instancias, porque para la protección de esa garantía existen otros medios ordinarios de defensa judicial y f) el 21 de abril siguiente, elevó petición ante la Cámara de Comercio de esta ciudad, “para que mediante el trámite del recurso de reposición” se negara el acto de registro de la citada asamblea. Dicha solicitud fue rechazada por extemporánea. Luego solicitó a esa entidad la revocatoria directa de ese acto, a lo cual no se accedió por motivo de que COOTRAP había cumplido las reglas estatutarias de convocatoria.
1.2 Aquella demanda fue asignada por reparto al Juzgado Tercero Civil del Circuito, que la rechazó por competencia, mediante auto de 26 de mayo de 2016.
1.3 El 12 de julio siguiente el Juzgado Quinto Civil Municipal avocó el conocimiento del proceso y por auto del 25 de agosto admitió la demanda.

1.4 La Cooperativa demandada procedió a contestarla y aunque aportó varias pruebas, con ninguna de ellas se acredita que haya sido convocado a la asamblea general de asociados.  
1.5 Solicitó al despacho accionado trasladar la carga de la prueba a la demandada, de conformidad con la sentencia STC7304 de 2015, proferida por la Corte Suprema de Justicia, para que exhibiera los registros de convocatoria. No obstante, el juzgado de conocimiento omitió pronunciarse al respecto.  
1.6 El 20 de abril de 2017 se celebró la audiencia de que tratan los artículos 372 y 373 del Código General del Proceso. En ella, se escuchó en interrogatorio al representante legal de la Cooperativa demandada, quien confesó que no lo había convocado porque “intuía que… llegaría a dicha Asamblea a polemizar sobre asuntos que no competían dentro del orden del día”. 

1.7 Luego de fijar el litigio, de agotar la etapa probatoria y de escuchar los alegatos de las partes, se dictó sentencia en la que se declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa y se negaron las pretensiones de la demanda. Para así decidir, indicó que por el hecho de haber asistido a la reunión y no haberse opuesto a las decisiones allí adoptadas, no puede ser considerado como asociado ausente o disidente, calidades establecidas en el artículo 191 del Código de Comercio. Dicha determinación la adoptó de forma oficiosa ya que la formulación del respectivo medio exceptivo se hizo extemporáneamente. Además, consideró que la impugnación de actos de asamblea difiere de su ineficacia, en cuanto a que esta última consecuencia no puede ser declarada por el juez, sino por una autoridad administrativa como el Superintendente Delegado de Procedimientos Mercantiles, ya que opera de pleno derecho, y surge cuando la convocatoria no se ajusta a los estatutos o se dejó de integrar el quorum.

1.8 Frente a esa decisión interpuso recurso de apelación y procedió a sustentar cada uno de los reparos en su contra, que enlistó así: a) los alcances de la declaratoria de la nulidad de un acto, de la ineficacia liminar o de pleno derecho y del acto jurídico ineficaz; b) los efectos del acto de registro ante la Cámara de Comercio; c) procedencia de la ausencia y disidencia, respecto de la ineficacia de la asamblea general de asociados; d) características de la asistencia y presencia en esa reunión; e) viabilidad de la declaratoria del acto ineficaz ante la Cámara de Comercio de Pereira y f) aclaración sobre la única norma que convalida la convocatoria de asamblea.
1.9 La funcionaria accionada decidió denegar el recurso de apelación de acuerdo con el inciso segundo del numeral 3 del artículo 322 del Código General del Proceso, al estimar que su intervención se ajustaba más a unos alegatos, lo cual no procedía en esa instancia.

1.10 Interpuso recurso de queja, pero también fue denegado porque no fue interpuesto en subsidio del de reposición.

1.11 La tutela cumple los requisitos generales de procedencia ya que tiene relevancia constitucional, se agotaron los recursos ordinarios contra la citada sentencia, la acción fue presentada en término razonable, se señaló con claridad la irregularidad procesal de que trata, se identificaron los hechos que generaron la vulneración y el amparo no es ejercido contra una decisión de tutela.
1.12 En cuanto a los específicos dijo que la funcionaria accionada incurrió en los siguientes defectos: a) procedimental absoluto, pues actuó al margen de lo dispuesto por la Ley 79 de 1988 ya que el Superintendente Delegado de Procedimientos Mercantiles no tiene competencia para declarar la ineficacia de actos de asambleas de Cooperativas. Además, con la demanda no solo se pretendía esa declaración, sino también la nulidad del acto de registro en Cámara de Comercio. De igual forma, decidió denegar el recurso de apelación pese a que en su intervención se limitó a argumentar los reparos concretos frente a la decisión adoptada; b) fáctico, porque no se tuvo en cuenta la confesión del representante legal de la Cooperativa respecto de su falta de convocatoria, ni se probó que efectivamente dicho llamamiento a los asociados se haya adelantado de conformidad con los estatutos. Tampoco se distribuyó la carga de la prueba, tal como fue solicitado; c) material o sustantivo, al declarar la excepción de falta de legitimación oficiosamente y estimar que reúne la calidad de asociado disidente porque manifestó en la asamblea que esta era ineficaz y que la demandaría y d) error inducido a la que fue llevada la funcionaria con el escrito presentado de forma extemporánea, por medio del cual se propuso dicha excepción.   

2. Considera que la juez accionada, con el fallo por medio del cual definió el proceso de impugnación de actos de asamblea y con el auto que denegó el recurso de apelación, lesionó sus derechos al debido proceso y el acceso a la administración de justicia. Para su protección, solicita se declare infundada la excepción de falta de legitimación en la causa por activa, se revoque la citada sentencia y se le ordene a esa funcionaria dictar una nueva en la que resuelva de fondo las pretensiones. 
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 26 de abril último se admitió la acción y se ordenó vincular a la Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de Empresas Públicas de Pereira -COOTRAP-.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La titular del juzgado accionado solicitó se declarara improcedente el amparo por subsidiariedad, como quiera que el actor dejó de hacer uso adecuado del recurso de apelación contra la sentencia en que considera se vulneraron sus derechos. Ello porque si bien interpuso tal medio de impugnación no se atuvo al trámite establecido en el artículo 322 del Código General del Proceso, pues en lugar de exponer brevemente sus reparos contra el fallo procedió a sustentar una especie de alegatos. 

Tampoco se presenta una situación especial que haga viable la acción de forma excepcional, ya que la decisión que adoptó no es arbitraria ni antojadiza, por el contrario, obedeció al ordenamiento legal vigente. Citó jurisprudencia que consideró aplicable al caso.
2.2 El representante legal de la Cooperativa vinculada indicó que el accionante carece le legitimación en la causa para impugnar los actos de la asamblea general de socios ya que no adquirió la calidad de asociado ausente o disiente pues si bien asistió a la reunión e intervino en ella, dejó de oponerse a los asuntos incluidos en el orden del día.
3. Mediante sentencia de 23 de marzo último, el juzgado de primera sede decidió no tutelar los derechos fundamentales invocados.
Para decidir así, consideró que “sobre los fundamentos legales que ha tenido la funcionaria accionada para declarar de oficio la excepción de falta de legitimación en la cusa (sic) por activa y si están son o no aplicables, especialmente el artículo 191 del Código de Comercio, este Despacho judicial no se puede inmiscuir ya que se escapa a la órbita de sus atribuciones constitucionales” de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, de la cual citó un precedente. 
De otro lado, estimó que es inexistente la vulneración al debido proceso alegada respecto de la no concesión de los recursos instaurados contra la citada decisión, los cuales fueron formulados sin las formalidades exigidas por las normas procesales. En efecto, en el momento procesal que debía plantear de manera clara y precisa los reparos que tenía contra esa sentencia, hizo una exposición amplia de los argumentos de orden legal dirigidos a hacer valer sus pretensiones, en desconocimiento de lo establecido por el artículo 322 del Código General del Proceso. Así mismo, referente al recurso de queja, este fue negado porque no se presentó como subsidiario al de reposición, de acuerdo con el artículo 353 de ese mismo estatuto procesal.  
4. Inconforme con el fallo, el demandante lo impugnó. Refirió que la juez de primera instancia se abstuvo de pronunciarse sobre cada una de las causales específicas de procedencia de la acción de tutela alegadas en la demanda, las cuales reiteró. En relación con el argumento de la sentencia impugnada, relativo a que los recursos que interpuso no reúnen las formalidades del Código General del Proceso, dijo que los alegatos que expuso en la audiencia de lectura de fallo, los cuales enlistó, son verdaderos reparos concretos pues “allí no se discuten los alcances de la demanda, sino… las consideraciones del a quo para su fallo”.   
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala establecer, en primer lugar, si se cumplen los presupuestos generales de procedencia de la tutela frente a decisiones judiciales que ha enlistado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, concretamente frente a la sentencia del juzgado accionado que definió el proceso se impugnación de actas de asamblea promovido por el actor y contra las decisiones que negaron la concesión de los recursos de apelación y queja formulados por el accionante. Solo de serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el actor. 

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas allegadas de forma física y magnética al expediente
 y la inspección judicial practicada en primera instancia
, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El abogado Cornelio Zuluaga Botero, quien actúa en su propio nombre, formuló demanda de impugnación de actos de asamblea contra la Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de Empresas de Servicios Públicos de Pereira -COOTRAP-, la cual correspondió por reparto al Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad. 
4.3 Por auto de 28 de marzo de este año, se fijó como fecha para llevar a cabo las audiencias de que tratan los artículos 372 y 373 del Código General del Proceso, el 20 de abril siguiente
. 

4.4 En la fecha señalada, luego de surtidas las etapas procesales correspondientes, se dictó sentencia en la cual se declaró de forma oficiosa la excepción de falta de legitimación en la causa por activa;  se negaron las pretensiones de la demanda y se condenó en costas al demandante. 

Para decidir así, estimó que el actor no reúne ninguna de las calidades determinadas en el artículo 191 del Código de Comercio, ya que al haber comparecido e intervenido en la asamblea general de la Cooperativa, hecho que fue aceptado por las partes, no puede ser considerado como asociado ausente. Tampoco como asociado disidente porque dejó de oponerse a las decisiones allí adoptadas.
De otra parte, señaló que si bien la excepción de falta de legitimación se alegó por fuera del término oportuno, el artículo 282 del Código General del Proceso faculta al juez para declararla de manera oficiosa. 

Finalmente, luego de diferenciar entre la ineficacia, la nulidad y la inponobilibidad del acta de asamblea, concluyó que el primero de esos efectos, que es el que procura el accionante sea decretado, no requiere ser declarada por el juez, sino que opera de manera automática y que la autoridad competente para tramitar esa clase pretensión es el Superintendente Delegado de Procedimientos Mercantiles
. 
4.5 En la oportunidad respectiva el demandante interpuso recurso de apelación contra ese fallo. Indicó que: a) el acto de la asamblea es ineficaz por cuestiones anteriores a su producción, específicamente su incorrecta convocatoria, razón por la cual nunca pudo haber surgido a la “vida jurídica”, tal como lo solicitó en esa reunión en la que hizo presencia y b) la funcionaria accionada declaró la falta de legitimación para solicitar aquella consecuencia jurídica, sin tener en cuenta que también pretende con su demanda la declaratoria de nulidad del acto de registro de la Cámara de Comercio, que le dio “vida jurídica al acto de la asamblea”, sobre lo cual se abstuvo de emitir pronunciamiento.

4.6 La Juez Quinta Civil Municipal indicó que de conformidad con el artículo 322 del Código General del Proceso, la parte que apela una sentencia dictada en audiencia deberá en ese mismo acto sustentar de manera breve los reparos frente a esa decisión. En este caso, el actor intervino para alegar los motivos de su inconformidad contra el fallo, a pesar de que a ello debe proceder ante el superior jerárquico y no esa sede. Por tanto, se denegó el recurso
.
4.7 El accionante interpuso recurso de queja contra esta última decisión
.

4.8 Este recurso también fue denegado porque dicho medio de impugnación no fue interpuesto en subsidio al de reposición contra el auto que denegó la apelación, de acuerdo con el artículo 353 del Código General del Proceso
.
5. En el asunto bajo estudio, se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) el requisito de la subsidiariedad se entiende cumplido porque el actor formuló recurso de apelación contra la sentencia que decidió el proceso objeto del amparo y de queja contra el auto que lo denegó, circunstancia sobre la cual se ahondará con posterioridad; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque las providencias en las que encuentra el accionante lesionados sus derechos se dictaron el 20 de abril último; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.

6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el demandante lesionados sus derechos, entre otras cosas, porque el juzgado accionado en la sentencia que profirió y en el auto que denegó la apelación que en contra de ella formuló, procedió al margen de las normas procedimentales que regulan la materia.

6.1 La Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”
 

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

7. El parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso dice: “Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente.”

De acuerdo con las pruebas recogidas, la funcionaria accionada decidió denegar el recurso de queja que interpuso el demandante respecto del auto que denegó la apelación contra la sentencia de primera instancia, porque dejó de formular en primer lugar el de reposición, pero en tal forma desconoció el precepto transcrito, pues ha debido adecuar el recurso al verdaderamente procedente y no limitarse a denegarlo, toda vez que además se interpuso de manera oportuna.
En relación con tal norma, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, expresó:

“Es así que el despacho atacado erró al expedir el auto de 30 de junio anterior, puesto que el demandante, en oportunidad, se opuso al proveído que denegó la nulidad propuesta dentro referido asunto de restitución, y el estrado accionado a pesar de encontrar improcedente la censura vertical, no adecuó el trámite de esa queja, como se lo imponía el parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso, el cual consagra que «[c]uando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente». 

En efecto, aunque el tutelante manifestó interponer apelación de conformidad con el numeral 6º del artículo 321 ibídem, para atacar la decisión del Juzgado Primero Civil Municipal de Fusagasugá, expresando los motivos de su desacuerdo con la negación de la nulidad propuesta, lo cierto es que lo hizo en el término de ejecutoria; y la sede judicial acusada rechazó la impugnación propuesta por el quejoso, por «improcedente», sin proceder a adecuarla al recurso viable, correcto como lo era el de reposición.”

8. De esa manera las cosas, se concluye que se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular el señor Cornelio Zuluaga Botero y en consecuencia, se revocará el fallo impugnado. En su lugar, se concederá el amparo solicitado, se dejará sin efecto el auto proferido en audiencia del 20 abril de 2017 que denegó el recurso de queja interpuesto por el demandante contra la sentencia de primera instancia en el proceso tantas veces citado y se ordenará a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, emitir nuevo pronunciamiento con sujeción al parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: REVOCAR, la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, el 10 de mayo pasado, en la acción de tutela instaurada por el señor Cornelio Zuluaga Botero contra el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, a la que fue vinculada la Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de Empresas Públicas de Pereira -COOTRAP-.

SEGUNDO: CONCEDER el amparo solicitado para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante. En consecuencia, se deja sin efecto el auto proferido en audiencia celebrada el 20 de abril de 2017, en el proceso de impugnación de actos de asamblea instaurado por el demandante contra la Cooperativa Multiactiva de Trabajadores de Empresas Públicas de Pereira -COOTRAP-, que denegó el recurso de queja interpuesto por el actor contra la sentencia de primera instancia y se ordena a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta providencia, emitir nuevo pronunciamiento con sujeción al parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso.

(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la tutela radicada 66001-31-03-003-2017-00120-01)

TERCERO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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